
cientos setenta y dos, que declaró no haber lugar a la admisión 
del recurso interpuesto contra el acuerdo de la Junta de Go­
bierno, y, en su lugar, declaramos el derecho de don José 
Luis Tailhan Fernández a continuar perteneciendo a la Sección 
Comercio de la Mutualidad General de Funcionarios del Mi­
nisterio de Comercio con posterioridad a la Orden de veintiuno 
de julio de mil novecientos setenta y con todos los derechos 
que como asociado a la misma ostentara en la fecha de su 
entrada en vigor; sin hacer expresa imposición a ninguna de 
las partes de las costas del recurso.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo previsto en el artículo 105 de la 
Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 
fecha 27 de diciembre de 1956.
 Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y demás 

efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 5 de mayo de 1975.—P. D., el Subsecretario de 

Comercio, Alvaro Rengifo Calderón.

Ilmo. Sr. Subsecretario de Comercio.

12426 ORDEN de 5 de mayo de 1975 por la que se dispo­
ne el cumplimiento de la sentencia de la Audien­
cia Territorial de Madrid, dictada con fecha 19 de 
febrero de 1975, en el recurso contencioso-admi- 
nistrativo número 1.447, interpuesto contra, reso­
lución de este Departamento de 17 de enero de 
1973 por don Angel Mata Paredes.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo núme­
ro 1.447, en única instancia, ante la Sala II de lo Contencioso- 
Administrativo de la excelentísima Audiencia Territorial de Ma­
drid, entre don Angel Mata Paredes, como demandante, y la 
Administración General del Estado, como demandada, contra 
resolución de este Ministerio de 17 de enero de 1973, sobre fi­
jación de pensión de jubilación, se ha dictado con fecha 19 de 
febrero de 1975 sentencia, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que desestimando el recurso interpuesto por don 
Angel Mata y Paredes, contra los acuerdos, de la Cámara de 
Comercio e Industria de Valladolid de veintisiete de abril y 
veintiocho de septiembre de mil novecientos setenta y dos, así 
como de la Dirección General de Comercio Interior de diecisiete 
de enero de mil novecientos setenta y tres, sobre fijación de~ 
la pensión de jubilación de aquél, como Secretario que fué de la 
citada Cámara, en un sesenta por ciento del sueldo que percibía 
al quedar excedente voluntario, debemos declarar y declaramos 
no haber lugar al mismo por estar ajustados a derecho y ser 
conformes al Ordenamiento jurídico aquéllos; sin hacer especial 
condena en costas.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo previsto en el artículo 105 de la 
Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 
de fecha 27 de diciembre de 1956. 

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y demás 
efectos.

Dios guarde a V, I. muchos años.
Madrid, 5 de mayo de 1975.—P. D., el Subsecretario de 

Comercio, Alvaro Rengifo Calderón.

Ilmo. Sr. Subsecretario de Comercio.

12427 ORDEN de 13 de mayo de 1975 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia del Tribunal 
Supremo, dictada con fecha 4 de marzo de 1975, 
en el recurso contencioso - administrativo núme­
ro 11.490, interpuesto contra resolución de este De­
partamento de 19 de febrero de 1968 por doña Ma­
ría José Poyatos Buendía.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo núme­
ro 11.490, en única instancia, ante la Sala Cuarta del Tribunal 
Supremo, .entre doña María José Poyatos Buendía como deman­
dante y la Administración General del Estado como demandada, 
contra resolución de este Ministerio, de 19 de febrero de 1968, 
sobre indemnización, se ha dictado con fecha 4 de marzo de 1975 
sntencla cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que debemos desestimar y desestimamos el re­
curso contencioso-administrativo número once mil cuatrocientos 
noventa de mil novecientos sesenta y ocho promovido por el 
Letrado señor Izquierdo en nombre y representación de doña 
María José Poyatos Buendía, contra la Administración General 
del Estado, sobre anulación de la resolución del Ministerio- de 
Comercio de veintitrés de septiembre de mil novecientos sesenta 
y ocho en cuanto desestimatoria del recurso de alzada inter­

puesto por la actora contra decisión de la Comisaría General de 
Abastecimientos y Transportes de diecinueve de febrero ante­
rior, resoluciones que se declaran válidas y eficaces por estar 
ajustadas a Derecho. Absolviendo a la Administración de lo 
instado y todo ello sin expresa declaración sobre costas.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo, previsto en el artículo 105 de la 
Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 
de fecha 27 de diciembre de 1956.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y demás 
efectos.

Dios guarde a V. I. muchos años.
 Madrid, 13 de mayo de 1975.—P. D., el Subsecretario de Co­

mercio, Alvaro Rengifo Calderón.

Ilmo. Sr. Subsecretario de Comercio,.

12428 ORDEN de 28 de mayo de 1975 por la que se 
amplía el régimen de reposición con franquicia 
arancelaria concedido a «Oxibaster, S. A.», por 
Decreto 2534/1971, de 17 de septiembre, y amplia­
ciones posteriores, en el sentido de incluir la im­
portación de nuevo tipo de slabs.

Ilmo. Sr.: La firma «Oxibaster, S. A.», concesionaria del 
régimen de reposición con franquicia arancelaria por Decretos 
2534/1971, de 17 de septiembre («Boletín Oficial del Estado» del 
19 de octubre y 2908/1972, dé 5 de octubre («Boletín Oficial del 
Estado» del 24") y Ordenes ministeriales de 22 de marzo de 1974 
(«Boletín Oficial del Estado» del 23), 28 de mayo de 1974 («Bole­
tín Oficial del Estado» del 24 de junio), para la importación de 
chapa, llantón y slabs por exportaciones, previamente realiza­
das, de bridas planas solicita su ampliación en el sentido de 
incluir la importación de nuevo tipo de slabs.

Este Ministerio, en aplicación del artículo 10 del Decreto 
2534/1971, de 17 de septiembre, conformándose a lo informado y 
propuesto por la Dirección General de Exportación, ha resuelto:

Primero.—Ampliar el régimen de reposición con franquicia 
arancelaria concedido a «Oxibaster, S. A.», con domicilio en 
Zorrozaurre, 10, Bilbao, por Decreto 2534/1971, de 17 de sep­
tiembre, y ampliaciones posteriores, en el sentido de incluir la 
importación de desbastes planos laminados en Galiente de hierro 
o acero no especial (slabs) de espesores superiores a 100 milí­
metros hasta 120 milímetros (P. A. 73.07.17).

Segundo.—Los beneficios del régimen de reposición, deducidos 
de la ampliación que ahora se concede, vienen atribuidos tam­
bién . con efectos retroactivos a las exportaciones que hayan 
efectuado desde el 29 de abril de 1975, hasta la fecha de la pre­
sente concesión, si reúnen los requisitos de la norma 12 2.a) 
de las contenidas en la Orden ministerial de la Presidencia del 
Gobierno de 15 de marzo de. 1963. Las importaciones a que den 
lugar tales exportaciones deberán solicitarse en el plazo, de un 
año a contar de la aludida fecha de concesión.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios, guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 28 de mayo de, 1975.—P. D., el Subsecretario de 

Comercio, Alvaro Rengifo Calderón.
Ilmo. Sr. Director general de Exportación.

MINISTERIO DE LA VIVIENDA

12429 ORDEN de 19 de abril de 1975 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia dictada por 
el Tribunal Supremo en el recurso contencioso-ad­
ministrativo interpuesto por don Jacinto García 
Specht contra la Orden ministerial de 24 de octu­
bre de 1967.

Ilmo. Sr.: Én el recurso contencioso-administrativo seguido en 
única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo,, in­
terpuesto por don Jacinto García Specht, demandante; la Admi­
nistración General, demandada; contra la Orden ministerial de 
24 de octubre de 1967, aprobatoria del justiprecio de la parcela 
número 95 del polígono «San Pedro de Mezonzo», se ha dictado 
Con fecha 22 de enero de 1975 sentencia, cuya parte dispositiva 
es como sigue:

«Fallamos: Que estimando en parte el recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por don Jacinto García Specht contra 
la resolución del Ministerio de la Vivienda de veinticuatro de oc­
tubre de mil novecientos sesenta y siete, que fijó el justiprecio 
de ia parcela noventa y cinco, propiedad de la Iglesia Católica, 
expropiada para las obras del polígono de urbanización de ”San 
Pedro de Mezonzo”, debemos anularla en cuanto fija el justipre­
cio del terreno de dicha parcela, estableciendo que tal justipre­
cio debe señalarse en mil seiscientas cincuenta pesetas el me-
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tro cuadrado, manteniéndose los justiprecios de las edificaciones 
y cerramientos de la resolución impugnada; incrementándose 
con el cinco por ciento como premio de afección el total justi­
precio, que devengará intereses legales en la forma establecida 
en el penúltimo considerando; desestimándose las demás pre­
tensiones de la parte demandante, y sin hacer expresa declara-' 
ción de costas

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legislati­
va’, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello óh cumplimiento de lo prevenido en la Ley de 27 de diciem­
bre de 1956.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento.
Dios guarde a V. I. ~
Madrid, 19 de abril de 1975.—P. D., el Subsecretario, Dan- 

causa de Miguel.

Ilmo. Sr. Director Gerente del Instituto Nacional de Urbaniza­
ción.

12430 ORDEN de 7 de mayo de 1975 por la que se desca­
lifica la vivienda de protección oficial sita en el 
barrio Lápice, número 51, piso 1,°, grupo Oñaurre, 
de Irún (Guipúzcoa), de don Augusto Angel Romo 
Hernandorena.

Ilmo. Sr.; Visto el expediente de la Cooperativa de Casas 
Baratas «Ciudad Jardín», en orden a la descalificación volunta­
ria promovida por don Augusto Angel Romo Hernandorena, de 
la vivienda sita en barrio Lápice, número 51, piso l.°, de Irún 
(Guipúzcoa);

Resultando que el señor Romo Hernandorena, mediante escri­
tura otorgada ante el Notario de Irún, don José Coronel de 
Palma, con fecha 7 de septiembre de 1972, bajo el número 445 
de su protocolo, adquirió, por compra, al Instituto Nacional de 
la Vivienda, la finca anteriormente descrita, figurando inscrita 
en el Registro de la Propiedad de San Sebastián, en el tomo 
530 del archivo, libro 75 de Irún, folio 149 vuelto, finca nú­
mero 3.521, inscripción 4.a;

Resultando que con fecha 11 de febrero de 1927, fue califica­
do el proyecto para la construcción de un grupo de viviendas, 
donde radica la descrita, habiéndosele concedido ios beneficios 
de préstamo, prima y exenciones tributarias;

Considerando que la duración del régimen legal de las vivien­
das de protección oficial es el de cincuenta años que determina 
el artículo 2.° de su Ley, aprobada por Decreto 2131/1963, y 
100 del Reglamento de 24 de julio de 1968, para su aplicación, 
con la excepción contenida en la 2.a y 3.a de sus disposiciones 
transitorias para aquellas viviendas cuyos regímenes anteriores 
han sido derogados;

Considerando que los propietarios de viviendas de protección 
oficial que no quisieran seguir sometidos por más tiempo a las 
limitaciones que impone su régimen, podrán solicitar la desca­
lificación voluntaria de las mismas, a la que se podrá acceder 
con las condiciones y requisitos expresados en los artículos 147 
y 148 de su Reglamento;

Considerando que se ha acreditado fehacientemente ante el 
Instituto Nacional de la Vivienda, el haberse reintegrado los 
beneficios económicos directos recibidos, así como el pago de las 
bonificaciones y exenciones tributarias disfrutadas, no constando 
por otra parte se deriven perjuicios para terceras personas al 
llevarse, a efecto esta descalificación;

Visto el apartado b) del artículo 25 del texto refundido de la 
Ley de Viviendas de Protección Oficial aprobado por Decreto 
2131/1963, de 24 de julio; los artículos 147, 148, 149 y disposicio­
nes transitorias 2.a y 3.a del Reglamento para su aplicación,

Este Ministerio ha acordado descalificar la vivienda de pro­
tección oficial sita en piso l.°, número 51, del barrio Lápice, 
de Irún (Guipúzcoa), solicitada por su propietario, don Augusto 
Angel Romo Hernandorena.

Lo qúe participo a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid,-7 de mayo de 1975.—P. D., el Subsecretario, Dan- 

causa de Miguel.

Ilmo. Sr. Director general del Instituto Nacional de lá Vivienda.

12431 ORDEN de 7 de mayo de 1975 por la que se des­
califica la vivienda de protección oficial sita en la 
calle Manuel Cerrada, número 23, de Madrid, de 
doña Concepción de la Haza Blanco y otra, como 
herederas de don Salvador García Cerón.

linio. Sr.: Visto el expediente de la Cooperativa de Casas 
Baratas y Económicas para Ayudantes y Auxiliares de la Inge­
niería y Arquitectura, en orden a la descalificación voluntaria 
promovida por doña Concepción de la Haza Blanco y doña María 
de las Nieves García de la Haza, como herederas de don Salva­
dor García Cerón, de la vivienda sita en la calle Manuel Cerra­
da, número 23, de esta capital;

Resultando que el señor García Cerón, mediante escritura 
otorgada ante el Notario de Madrid, don Cándido Casanueva y 
Gorjón, con fecha 10 de mayo de 1943, bajo el número 939 de su 
protocolo, adquirió, por compra, a la citada Sociedad, la finca 
anteriormente descrita, figurando inscrita en el Registro de la 
Propiedad número 6 de los de Madrid, ai folio 28 del libro 423 
del archivo, 303 de la sección 2.a, finca número 6.497, inscrip­
ción, 3.a;

Resultando que al fallecimiento del señor García Cerón la 
vivienda precitada fué adjudicada a sus herederas, las solici­
tantes;

Resultando que con fecha 8 de noviembre de 1929 fué cali­
ficado el proyecto para la construcción de un grupo de vivien­
das, donde radica la precitada vivienda, habiéndosele concedido 
los beneficios de préstamo, prima y exenciones tributarias;

Considerando que la duración del régimen legal de las vi­
viendas de protección oficial es el de cincuenta años que deter­
mina el artículo 2.° de su Ley, aprobada por Decreto 2131/ 
1963, y 100 del Reglamento de 24 de julio de 1968, para su apli­
cación, con la excepción contenida en la 2.a y 3.a de sus disposi­
ciones transitorias para aquellas viviendas cuyos regímenes an­
teriores han sido derogados;

Considerando que los propietarios de viviendas de protección 
oficial que no quisieran seguir sometidos por más tiempo a 
las limitaciones que impone su régimen podrán solicitar la 
descalificación voluntaria de las mismas, a la que se podrá ac­
ceder con las condiciones y requisitos expresados en los artícu­
los 147 y 148 de su Reglamento;

Considerando que se ha acreditado fehacientemente ante el 
Instituto Nacional de la Vivienda, el haberse reintegrado los 
beneficios económicos directos recibidos, así como el pago de las 
bonificaciones y exenciones tributarias disfrutadas, no constando 
por otra parte se deriven perjuicios para terceras persopas al 
llevarse a efecto esta descalificación;

Visto el apartado b) del artículo 25 del texto refundido de la 
Ley de Viviendas de Protección Oficial aprobado por Decreto 
2131/1963, de 24 de julio; los artículos 147, 148, 149 y disposicio­
nes transitorias 2.a y 3.a del Reglamento para, su aplicación,

. Este Ministerio ha acordado descalificar la vivienda de pro­
tección oficial sita en la calle Manuel Cerrada, número 23, de 
esta capital, solicitada por sus propietarias, doña Concepción de 
la Haza Blanco y doña María Nieves García de la Haza, como 
herederas de don Salvador García Cerón.

Lo que participo a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 7 de mayo de 1975. P. D., el Subsecretario, Dan- 

causa de Miguel.

Ilmo. Sr. Director general del Instituto Nacional de la Vivienda.

12432 ORDEN de 10 de mayo de 1975 por la que se dispo­
ne el cumplimiento de la sentencia de 12 de febrero 
de 1975, dictada por la Sala Cuarta del Tribunal 
Supremo,

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo que, en 
única instancia, pende ante la Sala, entre partes, de una, como 
demandante, «Empresa -de Viviendas Andaluzas, S. L.», repre­
sentada por el Procurador don Luciano Rosch Nadal y dirigida, 
por Letrado; y de otra, como demandada, la Administración Ge­
neral del Estado, representada por el Abogado del Estado, 
contra Orden del Ministerio de la Viyienda, de 17 de julio de 
1968, sobre imposición de multa, se ha dictado el 12 de febrero 
de 1975 sentencia, cuya parte dispositiva dice:

«Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por ¿Empresa de Viviendas Andaluzas, S. L.» 
contra la resolución del Ministerio de la Vivienda de cuatro da 
noviembre de mil novecientos sesenta y siete, que impuso a la 
citada Empresa una multa de quince mil pesetas y la obligación 
de ejecutar determinadas obras por infracción del régimen le­
gal de viviendas acogidas a la protección oficial, y contra la 
resolución del propio Ministerio de diecisiete de julio de mil 
novecientos sesenta y ocho, desestimatoria del recurso de reposi­
ción promovido contra la anterior, debemos declarar y declara­
mos que las referidas resoluciones no son conformes a De­
recho, por lo que las anulamos y dejamos sin ningún valor ni 
efecto y ordenamos la devolución. a la Sociedad recurrente del 
importe de la multa, sin hacer imposición de las costas causa­
das.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legislati­
va”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.—Juan Becerril.— 
Fernando Vidal.—José L. Ponce de León.—Manuel Gordilio.—Fé­
lix F. Tejedor.—Rubricados.»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 103 y siguientes de la Ley reguladora de la Juris­
dicción Contencioso-Administrativa, ha dispuesto se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que participo a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I.' muchos años.
Madrid, 10 de mayo de 1975 —P. D., el Subsecretario, Dan- 

causa de Miguel.

Ilmo. Sr. Director general de la Vivienda. —


